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JUZGADO CUARENTA Y UNO (41) LABORAL DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ 

j41ctolbta@cendoj.ramajudicial.gov.co  

   

Diez (10) de mayo dos mil veintitrés (2023) 

 

ACCIÓN DE TUTELA promovida por EDIER ALEXANDER BUITRAGO  

HERNÁNDEZ EN CONTRA DE AVELLA ESQUIVEL AÍDA YOLANDA, 

BARRERAS MONTEALEGRE ROY LEONARDO, BARRETO CASTILLO 

MIGUEL ÁNGEL, BENAVIDES  MORA CARLOS ALBERTO, BITAR 

CASTILLA LILIANA ESTHER, BLANCO ÁLVAREZ  GERMÁN 

ALCIDES, CARREÑO CASTRO JOSÉ VICENTE, CASTELLANOS 

SERRANO  JAIRO ALBERTO, DURÁN BARRERA JAIME ENRIQUE, 

FORTICH SÁNCHEZ LAURA  ESTER, FARELO DAZA CARLOS 

MARIO, GALLO MAYA JUAN PABLO, GARCÍA GÓMEZ, JUAN 

CARLOS, GARCÍA TURBAY LIDIO ARTURO, GIRALDO HERNÁNDEZ 

ÓSCAR MAURICIO, GUERRA HOYOS ANDRÉS FELIPE, HURTADO 

SÁNCHEZ NORMA, MEISEL VERGARA CARLOS MANUEL, MARÍN 

LOZANO JOSÉ ALFREDO, LOZANO CORREA ANGÉLICA LISBETH, 

LÓPEZ MAYA ALEXANDER, PÉREZ GIRALDO CLAUDIA MARÍA, 

PERALTA EPIEYU MARTHA ISABEL, RIASCOS RIASCOS PAULINO, 

RESTREPO CORREA OMAR DE JESÚS, RAMÍREZ CORTES CIRO 

ALEJANDRO, ROZO ZAMBRANO YENNY ESPERANZA y TRUJILLO 

GONZÁLEZ CARLOS ANDRÉS.  

 

ANTECEDENTES 

 

El señor EDIER ALEXANDER BUITRAGO HERNÁNDEZ actuando en 

nombre propio, presentó acción de tutela en contra de 28 Senadores de la 

República, con el fin de que se le amparen sus derechos fundamentales al acceso 

a la información pública, a la libertad de información y al de petición, 

presuntamente vulnerados por los accionados, en consecuencia, solicita se ordene 

a la parte pasiva, dar respuesta a las peticiones radicadas el 16 de febrero de 2023, 

en las que requirió, suministrar en formato Pdf, la última actualización de las 

declaraciones de bienes y rentas, el registro de conflictos de interés y la 

declaración del impuesto sobre la renta, de cada Senador. 

 

Como fundamento fáctico de sus pretensiones, en síntesis, manifestó que, el 16 de 

febrero de 2023, interpuso derecho de petición ante todos los Senadores de la 

República, solicitando la última actualización de las declaraciones de bienes y 

rentas, el registro de conflictos de interés y la declaración del impuesto sobre la 

renta, igualmente indica el actor que, a la fecha de radicación de la presente acción 

de tutela, es decir, 28 de abril de 2023, 28 Senadores de la República no habían 

dado respuesta su solicitud. 

 

TRÁMITE PROCESAL  

 

La acción de tutela correspondió por reparto a este Despacho el día 28 de abril del 

2023, a continuación, mediante proveído del mismo día, se admitió en contra de 

Avella Esquivel Aída Yolanda, Barreras Montealegre Roy Leonardo, Barreto 
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Castillo Miguel Ángel, Benavides Mora Carlos Alberto, Bitar Castilla Liliana 

Esther, Blanco Álvarez Germán Alcides, Carreño Castro José Vicente, Castellanos 

Serrano Jairo Alberto, Durán Barrera Jaime Enrique, Fortich Sánchez Laura 

Ester, Farelo Daza Carlos Mario, Gallo Maya Juan Pablo, García Gómez, Juan 

Carlos, García Turbay Lidio Arturo, Giraldo Hernández Óscar Mauricio, Guerra 

Hoyos Andrés Felipe, Hurtado Sánchez Norma, Meisel Vergara Carlos Manuel, 

Marín Lozano José Alfredo, Lozano Correa Angélica Lisbeth, López Maya 

Alexander, Pérez Giraldo Claudia María, Peralta Epieyu Martha Isabel, Riascos 

Riascos Paulino, Restrepo Correa Omar de Jesús, Ramírez Cortes Ciro Alejandro, 

Rozo Zambrano Yenny Esperanza y Trujillo González Carlos Andrés; así mismo, 

se ordenó su notificación, para que en el término de dos (2) días, presentaran el 

informe establecido en el artículo 19 del Decreto 2591 de 1991, hicieran su 

pronunciamiento frente a los hechos y pretensiones de la referida acción 

constitucional y adjuntaran los respectivos soportes, so pena de las consecuencias 

establecidas en el decreto 2591 de 1991. La notificación de la presente acción, se 

surtió el día 28 de abril de 2023.  

 

Los congresistas Avella Esquivel Aída Yolanda, Barreto Castillo Miguel Ángel, 

Benavides Mora Carlos Alberto, Bitar Castilla Liliana Esther, Blanco Álvarez 

Germán Alcídes, Carreño Castro José Vicente, Castellanos Serrano Jairo Alberto, 

Fortich Sánchez Laura Ester, Gallo Maya Juan Pablo, García Gómez Juan Carlos, 

Giraldo Hernández Óscar Mauricio, Hurtado Sánchez Norma, Lozano Correa 

Angelica Listbeth, López Maya Alexánder, Pérez Giraldo Claudia María, Riascos 

Riascos Paulino, Ramírez Cortes Ciro Alejandro y Trujillo González Carlos 

Andrés, allegaron escrito indicando que ya dieron respuesta al derecho de 

petición, informes que se encuentran resumidos de la siguiente manera: 

 

 
Fuente: elaboración propia        Cuadro N° 1 

 

De otro lado, los congresistas Barreras Montealegre Roy Leonardo, Durán Barrera 

Jaime Enrique, Farelo Daza Carlos Mario, García Turbay Lidio Arturo, Guerra 

Hoyos Andrés Felipe, Meisel Vergara Carlos Manuel, Marín Lozano José Alfredo, 

Peralta Epieyu Martha Isabel, Restrepo Correa Omar de Jesús y Rozo Zambrano 

Yenny Esperanza, guardaron silencio.  

 

CONSIDERACIONES 

 

De conformidad con el artículo 86 de la Constitución Política, la acción de tutela 

es procedente para reclamar la protección inmediata de los derechos 
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constitucionales fundamentales de una persona, cuando quiera que, estos 

resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier 

autoridad pública, o de los particulares en los casos expresamente señalados por 

el inciso final de este precepto.  

 

Puestas, así las cosas, corresponde este Despacho determinar si se han vulnerado 

los derechos fundamentales a la parte actora, a fin de que se ordene a los 

accionados, dar respuesta al derecho de petición proclamado. 

 

En primer lugar, este Despacho verificará si la acción de tutela interpuesta por el 

señor Edier Alexander Buitrago Hernández, en contra de los 28 congresistas 

mencionados, cumple con los requisitos de procedencia formal.  

 

Así las cosas, conforme al artículo 86 de la Constitución Política, la acción de 

tutela solo puede ser ejercida cuando se cumplan los siguientes criterios de 

procedibilidad: (i) legitimación en la causa por activa y legitimación en la causa 

por pasiva; (ii) inmediatez; y (iii) subsidiariedad.  

 

En cuanto a la legitimación en la causa por activa, se debe verificar que la acción 

de tutela sea formulada por la persona a quien presuntamente se le está 

vulnerando o amenazando algún derecho fundamental o alguien que esté 

acreditado para actuar en su nombre, en el caso que nos ocupa, el requisito de 

legitimación en la causa por activa se encuentra superado, habida cuenta de que 

el aquí accionante, es el titular del derecho de petición radicado a los 28 

congresistas accionados. 

 

Por su parte, la legitimación en la causa por pasiva presupone que la tutela debe 

ser dirigida contra la entidad pública o privada, o contra particulares, que 

presuntamente, han vulnerado o amenazado los derechos fundamentales del 

accionante, así las cosas, está satisfecho el presupuesto de legitimación en la causa 

por pasiva, en cuanto que, los aquí accionados, son sujetos pasivos del derecho de 

petición, en los términos del artículo 13 del CPACA y las solicitudes de 

información fueron presentadas ante ellos. 

 

Acerca del requisito de inmediatez, el amparo debe ser presentado en un término 

razonable, desde el momento en que se ha vulnerado o amenazado el derecho 

fundamental alegado, en este sentido, y de la documental allegada, se tiene que, 

los derechos de petición fueron radicados entre el 14 de marzo de 2023 y el 15 de 

marzo de la misma anualidad, y la presente tutela fue radicada el 28 de abril del 

mismo año, encontrando este Despacho que es un término razonable para ejercer 

esta acción constitucional, por lo que se encuentra superado el requisito de 

inmediatez.  

 

Por otro lado, la subsidiariedad significa que el accionante no cuenta con otro 

mecanismo de defensa judicial, porque agotó los que tenía a su disposición, o por 

que no existen, no son idóneos, o pese a existir, no sea el eficaz para salvaguardar 

sus derechos fundamentales, en este caso, la acción de tutela se interpone como 

mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, igualmente, se debe 

tener en cuenta las particularidades de cada caso, pues el fin último, no es 

reemplazar los mecanismos ordinarios del ordenamiento jurídico. (Sentencia de 

tutela T 161 de 2019), en este sentido, se evidencia que la acción de tutela es el 

mecanismo de defensa judicial idóneo y eficaz para la protección del derecho 

fundamental reclamado, dado que no existe ningún otro mecanismo para proteger 

el derecho fundamental de petición del accionante. 
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Ahora bien, se debe recordar que el artículo 23 de la Constitución Política, 

establece que “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a 

las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta 

resolución.” 

 

De igual manera, la H. Corte Constitucional ha reiterado que el derecho de 

petición goza de las siguientes características especiales que se encaminan a la 

obtención de una contestación pronta y completa de lo solicitado: 

 

“(…) La Constitución Política en su artículo 23, consagra el derecho fundamental 

de toda persona a presentar peticiones respetuosas en interés general o 

particular ante las autoridades y a obtener de ellas pronta resolución de fondo. 

 

La Corte Constitucional se ha referido en distintas oportunidades a la 

importancia de esta garantía fundamental, cuya efectividad, según se ha 

reconocido, “resulta indispensable para el logro de los fines esenciales del 

Estado, particularmente el servicio de la comunidad, la promoción de la 

prosperidad general, la garantía de los principios, derechos y deberes 

consagrados en la Constitución y la participación de todos en las decisiones que 

los afectan, así como para asegurar que las autoridades cumplan las funciones 

para las cuales han sido instituidas (artículo 2o. Constitución Política)”[7]. 

 

A partir de esta garantía la jurisprudencia ha fijado una serie de reglas y de 

parámetros relacionados con el alcance, núcleo esencial y contenido de este 

derecho. Al respecto ha precisado lo siguiente: 

 

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de 

los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se 

garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, 

a la participación política y a la libertad de expresión. 

 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y 

oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la 

autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.  

 

(…) 

 

Por otra parte, la Ley 1755 de 20151, establece en su artículo 14 que el término 

para dar respuesta a los derechos de petición corresponde a quince (15) días, 

mismo que puede ser prorrogado hasta por el doble del inicialmente previsto, sólo 

si se informa antes de su vencimiento la razón de la demora de su respuesta. 

Igualmente, el artículo 15 ibídem dispone que la petición puede ser verbal o 

escrita, tal como se evidencia a continuación: 

 

“Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. 

 

Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición 

deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. 

Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 

 

1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de 

los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado 

respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la 

respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/T-332-15.htm#_ftn7
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011.html#14
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no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como 

consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes. 

 

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en 

relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta 

(30) días siguientes a su recepción. 

 

Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los 

plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al 

interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los 

motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá 

o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto. 

 

Artículo 15. Presentación y radicación de peticiones. Las peticiones podrán 

presentarse verbalmente y deberá quedar constancia de la misma, o por escrito, 

y a través de cualquier medio idóneo para la comunicación o transferencia de 

datos. Los recursos se presentarán conforme a las normas especiales de este 

código. 

 

Cuando una petición no se acompañe de los documentos e informaciones 

requeridos por la ley, en el acto de recibo la autoridad deberá indicar al 

peticionario los que falten. 

 

Si este insiste en que se radique, así se hará dejando constancia de los requisitos o 

documentos faltantes. Si quien presenta una petición verbal pide constancia de 

haberla presentado, el funcionario la expedirá en forma sucinta. 

 

Las autoridades podrán exigir que ciertas peticiones se presenten por escrito, y 

pondrán a disposición de los interesados, sin costo, a menos que una ley 

expresamente señale lo contrario, formularios y otros instrumentos 

estandarizados para facilitar su diligenciamiento. En todo caso, los peticionarios 

no quedarán impedidos para aportar o formular con su petición argumentos, 

pruebas o documentos adicionales que los formularios no contemplen, sin que por 

su utilización las autoridades queden relevadas del deber de resolver sobre todos 

los aspectos y pruebas que les sean planteados o presentados más allá del 

contenido de dichos formularios. 

 

A la petición escrita se podrá acompañar una copia que, recibida por el 

funcionario respectivo con anotación de la fecha y hora de su presentación, y del 

número y clase de los documentos anexos, tendrá el mismo valor legal del original 

y se devolverá al interesado a través de cualquier medio idóneo para la 

comunicación o transferencia de datos. Esta autenticación no causará costo 

alguno al peticionario. 

 

Parágrafo 1o. En caso de que la petición sea enviada a través de cualquier medio 

idóneo para la comunicación o transferencia de datos, esta tendrá como datos de 

fecha y hora de radicación, así como el número y clase de documentos recibidos, 

los registrados en el medio por el cual se han recibido los documentos. 

 

Parágrafo 2. Ninguna autoridad podrá negarse a la recepción y radicación de 

solicitudes y peticiones respetuosas. 

 

Parágrafo 3. Cuando la petición se presente verbalmente ella deberá efectuarse 

en la oficina o dependencia que cada entidad defina para ese efecto. El Gobierno 

Nacional reglamentará la materia en un plazo no mayor a noventa (90) días, a 

partir de la promulgación de la presente ley.” 

 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011.html#15
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De igual manera, en Sentencias T 251 de 2008 y T 487 de 2017, la Corte 

Constitucional ha precisado que el contenido esencial del derecho de petición 

comprende: (i) la posibilidad efectiva de elevar, en términos respetuosos, 

solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o se 

abstengan de tramitarlas; (ii) la respuesta oportuna, esto es, dentro de los 

términos establecidos en el ordenamiento jurídico, con independencia de que su 

sentido sea positivo o negativo; (iii) una respuesta de fondo o contestación 

material, lo que implica una obligación de la autoridad a que entre en la materia 

propia de la solicitud, según el ámbito de su competencia, desarrollando de 

manera completa todos los asuntos planteados (plena correspondencia entre la 

petición y la respuesta) y excluyendo fórmulas evasivas o elusivas. 

 

En lo que tiene que ver con la figura del hecho superado, la Corte Constitucional 

en diversas providencias se manifestado frente a dicho fenómeno jurídico, tal es 

el caso de la sentencia T-011 de 2016, en la cual se manifestó: 

 

“El hecho superado se presenta cuando, por la acción u omisión (según sea el 

requerimiento del actor en la tutela) del obligado, se supera la afectación de tal 

manera que “carece” de objeto el pronunciamiento del juez. La jurisprudencia de 

la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las 

palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la 

satisfacción de lo pedido en tutela. Es decir, el hecho superado significa la 

observancia de las pretensiones del accionante a partir de una conducta 

desplegada por el agente transgresor. El daño consumado tiene lugar cuando 

“la amenaza o la vulneración del derecho fundamental han producido el 

perjuicio que se pretendía evitar con la acción de tutela. La configuración de este 

supuesto ha sido declarada por la Corte, por ejemplo, en los casos en que el 

solicitante de un tratamiento médico fallece durante el trámite de la acción como 

consecuencia del obrar negligente de su E.P.S., o cuando quien invocaba el 

derecho a la vivienda digna fue desalojado en el curso del proceso del inmueble 

que habitaba”. 

 

Aunado a ello, se debe recordar que la misma Corporación en sentencia T 085 de 

2018 ha desarrollado la figura jurídica del hecho superado en los siguientes 

términos: 

 

“La jurisprudencia de esta Corporación, en reiteradas oportunidades, ha 

señalado que la carencia actual de objeto sobreviene cuando frente a la petición 

de amparo, la orden del juez de tutela no tendría efecto alguno o “caería en el 

vacío”. Al respecto se ha establecido que esta figura procesal, por regla general, 

se presenta en aquellos casos en que tiene lugar un daño consumado o un hecho 

superado. 

 

El hecho superado tiene ocurrencia cuando lo pretendido a través de la acción 

de tutela se satisface y desaparece la vulneración o amenaza de los derechos 

fundamentales invocados por el demandante, de suerte que la decisión que 

pudiese adoptar el juez respecto del caso específico resultaría a todas luces 

inocua y, por lo tanto, contraria al objetivo de protección previsto para el 

amparo constitucional. En este supuesto, no es perentorio incluir en el fallo un 

análisis sobre la vulneración de los derechos fundamentales cuya protección se 

demanda, salvo “si considera que la decisión debe incluir observaciones acerca 

de los hechos del caso estudiado, [ya sea] para llamar la atención sobre la falta 

de conformidad constitucional de la situación que originó la tutela, o para 

condenar su ocurrencia y advertir la inconveniencia de su repetición, so pena de 

las sanciones pertinentes, si así lo considera. De otro lado, lo que sí resulta 

ineludible en estos casos, es que la providencia judicial incluya la demostración 
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de la reparación del derecho antes del momento del fallo. Esto es, que se 

demuestre el hecho superado”. 

 

Así mismo, La jurisprudencia Constitucional, ha señalado que, el hecho superado, 

se presenta cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y 

el momento del fallo, se satisface por completo la pretensión contenida en la 

acción de tutela (Sentencia T 018 de 2020). 

 

De otro lado, el artículo 20 del Decreto Ley 2591 de 1991 consagra la presunción 

de veracidad en los siguientes términos: 

 

“Si el informe no fuere rendido dentro del plazo correspondiente, se tendrán por 

ciertos los hechos y se entrará a resolver de plano, salvo que el juez estime 

necesaria otra averiguación previa.” 

 

Dicha norma, ha sido objeto de pronunciamiento por parte de la Corte 

Constitucional, en la que reiteró que: 

 

“La Corte Constitucional ha señalado que la presunción de veracidad de los 

hechos constituye un instrumento que tiene dos fines principales, el primero, 

sancionar el desinterés o la negligencia de las entidades demandadas ante la 

presentación de una acción de tutela en la que se alega la vulneración de los 

derechos fundamentales de una persona; y, el segundo, obtener la eficacia de los 

derechos fundamentales comprometidos, en observancia de los principios de 

inmediatez, celeridad y buena fe, es decir, “encuentra sustento en la necesidad 

de resolver con prontitud sobre las acciones de tutela, dado que están de por 

medio derechos fundamentales” . 

 

En consideración a lo anterior, esta Corporación ha determinado que la 

presunción de veracidad puede aplicarse en dos escenarios: “(i) Cuando la 

autoridad o particular accionado omite completamente dar respuesta a la 

solicitud elevada por el juez constitucional; (ii) cuando la autoridad o particular 

da respuesta a la solicitud, pero esta se hace meramente formal, pues en el fondo 

no responde al interrogante planteado por el funcionario judicial”. La omisión 

que puede presentarse puede ser total o parcial, por ejemplo, ante la 

presentación de un informe en el que se dejan de responder y pronunciarse frente 

a los informes solicitados por el juez. 

 

Así, por ejemplo, la Corte Constitucional ha determinado que el principio de 

veracidad aplica cuando el juez ordena al demandado pronunciarse sobre los 

hechos de la acción y, sin embargo, este guarda silencio: 

 

“En esa medida y dado que no existe otra prueba que logre desvirtuar lo 

afirmado por la actora en la acción de tutela, en este caso para garantizar sus 

derechos fundamentales y los de su hija menor edad, opera la presunción de 

veracidad contemplada en el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, según la cual, 

a la luz de los principios de celeridad, inmediatez y buena fe que rigen la 

actuación judicial, ha de entenderse que si la entidad requerida por el juez no 

contesta la solicitud de pronunciarse sobre lo expuesto en la demanda, se 

presumen ciertos los hechos”. 

 

Teniendo en cuenta el precedente normativo y jurisprudencial citado, en el sub 

lite, el Despacho encuentra que, en el plenario obra prueba de que, doce 

congresistas de la Republica, dieron respuesta al derecho de petición radicado por 

el señor Edier Alexander Buitrago Hernández, de la siguiente manera: 
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Fuente: elaboración propia        Cuadro N° 2 

 

En consecuencia de lo anterior, el Despacho no encuentra que deba intervenir 

como Juez Constitucional, por cuanto el hecho vulnerador al derecho 

fundamental de petición se superó, razón por la cual se declarará la carencia 

actual de objeto por hecho superado frente a los siguientes accionados: Barreto 

Castillo Miguel Ángel, Benavides Mora Carlos Alberto, Bitar Castilla Liliana 

Esther, Carreño Castro José Vicente, Castellanos Serrano Jairo Alberto, Fortich 

Sánchez Laura Ester, Gallo Maya Juan Pablo, Lozano Correa Angelica Listbeth, 

López Maya Alexánder, Pérez Giraldo Claudia María, Ramírez Cortes Ciro 

Alejandro y Trujillo González Carlos Andrés. 

 

Ahora bien, frente a los informes allegados por los congresistas, Avella Esquivel 

Aída Yolanda, Blanco Álvarez Germán Alcídes, García Gómez Juan Carlos, 

Giraldo Hernández Óscar Mauricio, Hurtado Sánchez Norma y Riascos Riascos 

Paulino, se evidencia que, no realizaron la efectiva notificación de la 

respuesta al derecho de petición, en este sentido, cabe recordar que el 

derecho de petición solo se satisface cuando la persona que elevó la solicitud 

conoce la respuesta del mismo, razón por la cual, se concluye que, los 

mencionados senadores, pese a que allegaron al presente proceso de tutela los 

documentos solicitados en el escrito de petición, están vulnerando el mencionado 

derecho fundamental, por cuanto que, no cumplieron con la obligación de 

notificar en debida forma, la respuesta dada a la solicitud del actor. (ver cuadro 

N° 3) 

 

En consecuencia, se amparará el derecho fundamental de petición, y se ordenará 

a los senadores Avella Esquivel Aída Yolanda, Blanco Álvarez Germán Alcídes, 

García Gómez Juan Carlos, Giraldo Hernández Óscar Mauricio, Hurtado Sánchez 

Norma y Riascos Riascos Paulino, para que en el término de cuarenta y ocho (48) 

horas contadas a partir de la notificación de la presente Sentencia, procedan a 

notificar la respuesta a la solicitud presentada por el accionante.  

 

 
Fuente: elaboración propia        Cuadro N° 3 

 



Rad. 11001 31 05 041 2023 00186 00  

 

9 

 

De otro lado, obra copia en el expediente, que la presente tutela, fue notificada en 

debida forma a los correos institucionales de los congresistas Barreras 

Montealegre Roy Leonardo roy.barreras.montealegre@senado.gov.co, Durán 

Barrera Jaime Enrique jaime.duran.barrera@senado.gov.co, Farelo Daza Carlos 

Mario carlos.farelo@senado.gov.co,  García Turbay Lidio Arturo 

lidio.garcia@senado.gov.co, Guerra Hoyos Andrés Felipe 

andres.guerra@senado.gov.co, Meisel Vergara Carlos Manuel 

carlos.meisel@senado.gov.co, Marín Lozano José 

Alfredojose.marin@senado.gov.co, Peralta Epieyu Martha 

Isabelmartha.peralta@senado.gov.co, Restrepo Correa Omar de Jesús 

omar.restrepo@senado.gov.co, y Rozo Zambrano Yenny Esperanza 

yenny.rozo@senado.gov.co, sin recibir respuesta alguna. (documento 

“04ConstanciaNotificacionAdmite” del expediente digital). 

 

En ese orden de ideas, se advierte que los anteriores congresistas, no rindieron el 

informe respecto de la tutela que aquí nos ocupa, siendo ellos los únicos que 

podrían haber demostrado, que sí contestaron la solicitud de la parte actora y por 

ende, no vulneraron el derecho fundamental de petición.  

 

Conforme a lo anterior, y teniendo en cuenta la conducta omisiva de los 

congresistas mencionados, es procedente dar aplicación a lo dispuesto en el 

artículo 20 del Decreto Ley 2591 de 1991, teniendo por ciertos los hechos objeto 

de la presente acción de tutela.  

 

Por lo anterior, se puede concluir que, los senadores Roy Leonardo Barreras 

Montealegre, Durán Barrera Jaime Enrique, Farelo Daza Carlos Mario, García 

Turbay Lidio Arturo, Guerra Hoyos Andrés Felipe, Meisel Vergara Carlos Manuel, 

Marín Lozano José, Peralta Epieyu Martha, Restrepo Correa Omar de Jesús, y 

Rozo Zambrano Yenny Esperanza, vulneraron el derecho fundamental de petición 

del señor Edier Alexander Buitrago Hernández, toda vez que no obra prueba 

alguna de que hayan dado respuesta a la petición radicada el 14 y 15 de marzo de 

2023.   

 

Ahora bien, se debe precisar que se concederá el amparo solicitado, por lo que los 

senadores mencionados, deberán, dentro del término de cuarenta y ocho (48) 

horas contadas a partir de la notificación de la presente Sentencia, resolver de 

forma y de fondo la petición del accionante, fundamentando su decisión; no 

obstante, el juez constitucional no puede indicar el sentido de la decisión que 

adopten los accionados, por lo que se exigirá que la respuesta sea afirmativa o 

negativa. Lo anterior ha sido tratado por la H. Corte Constitucional, en sentencia 

como la C-951 de 2014, en la que indicó que resolver la petición no implica otorgar 

lo pedido por el interesado, por lo tanto, responder el derecho de petición que aquí 

nos ocupa, no implica conceder lo solicitado. 

 

DECISIÓN 

  

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CUARENTA Y UNO (41) LABORAL 

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C., administrando justicia en nombre de la 

República y por autoridad de la ley, 

  

RESUELVE  

  

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental de petición del señor EDIER 

ALEXANDER BUITRAGO HERNÁNDEZ, y en consecuencia, ORDENAR 

mailto:roy.barreras.montealegre@senado.gov.co
mailto:jaime.duran.barrera@senado.gov.co
mailto:carlos.farelo@senado.gov.co
mailto:lidio.garcia@senado.gov.co
mailto:andres.guerra@senado.gov.co
mailto:carlos.meisel@senado.gov.co
mailto:Alfredojose.marin@senado.gov.co
mailto:Isabelmartha.peralta@senado.gov.co
mailto:omar.restrepo@senado.gov.co
mailto:yenny.rozo@senado.gov.co
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a la los senadores ROY LEONARDO BARRERAS MONTEALEGRE, 

DURÁN BARRERA JAIME ENRIQUE, FARELO DAZA CARLOS 

MARIO, GARCÍA TURBAY LIDIO ARTURO, GUERRA HOYOS 

ANDRÉS FELIPE, MEISEL VERGARA CARLOS MANUEL, MARÍN 

LOZANO JOSÉ, PERALTA EPIEYU MARTHA, RESTREPO CORREA 

OMAR DE JESÚS y ROZO ZAMBRANO YENNY ESPERANZA, que 

procedan a dar respuesta de fondo, clara, oportuna y completa a la petición 

radicada el 14 y 15 de marzo de 2023, dentro de las cuarenta y ocho (48) 

horas siguientes contadas a partir de la notificación de la presente decisión, 

de manera positiva o negativa como corresponda, y a notificarla en debida 

forma, conforme a la parte  motiva de esta sentencia. 

 

SEGUNDO: ORDENAR a los senadores AVELLA ESQUIVEL AÍDA 

YOLANDA, BLANCO ÁLVAREZ GERMÁN ALCÍDES, GARCÍA GÓMEZ 

JUAN CARLOS, GIRALDO HERNÁNDEZ ÓSCAR MAURICIO, 

HURTADO SÁNCHEZ NORMA y RIASCOS RIASCOS PAULINO, para 

que dentro del término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes contadas a 

partir de la notificación de la presente Sentencia, procedan a notificar la respuesta 

a la solicitud presentada por el accionante, los días 14 y 15 de marzo de 2023 

respectivamente. 

 

TERCERO: DECLARAR LA CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR 

HECHO SUPERADO, de la presente acción de tutela en contra de los 

senadores BARRETO CASTILLO MIGUEL ÁNGEL, BENAVIDES MORA 

CARLOS ALBERTO, BITAR CASTILLA LILIANA ESTHER, CARREÑO 

CASTRO JOSÉ VICENTE, CASTELLANOS SERRANO JAIRO 

ALBERTO, FORTICH SÁNCHEZ LAURA ESTER, GALLO MAYA JUAN 

PABLO, LOZANO CORREA ANGELICA LISTBETH, LÓPEZ MAYA 

ALEXÁNDER, PÉREZ GIRALDO CLAUDIA MARÍA, RAMÍREZ 

CORTES CIRO ALEJANDRO y TRUJILLO GONZÁLEZ CARLOS 

ANDRÉS, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

CUARTO: NOTIFICAR esta providencia a las partes en los términos del 

artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 

 
QUINTO: REMITIR el presente expediente a la Corte Constitucional para su 

eventual revisión, siempre y cuando la decisión aquí proferida no fuere 

impugnada. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

  

 

 

LUIS GERARDO NIVIA ORTEGA 

Juez  

 
 
 
 
 
 
 
 

JUZGADO CUARENTA Y UNO LABORAL DEL CIRCUITO 
DE BOGOTÁ D.C. 

La providencia que antecede se notificó por Estado N° 077 del 11 

de mayo de 2023. 

 

 
LUZ ANGELICA VILLAMARIN ROJAS 

 
Secretaria 

 


